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RESUMEN 
 
La presente investigación es del tipo básico, con un enfoque cualitativo, de diseño de teoría 
fundamentada, que tiene como objetivo general precisar la manera en que el adolescente 
infractor por el delito de sicariato, pueda ser juzgado como mayor de edad en el fuero 
común en la región callao 2018. Así mismo se planteó tres objetivos específicos para 
complementar el objetivo general que al inicio se planteó, siendo estos: OBJETIVO 
GENERAL. Determinar la manera en analizar si es viable el tratamiento como mayor de 
edad a los adolescentes infractores en los casos de delito de sicariato en la Región Callao 
2018, OBJETIVO ESPECIFICO 1. Analizar la consecuencia de las políticas públicas 
socioeducativas en la reinserción social del adolescente infractor Y COMO OBJETIVO 
ESPECIFICO 2. Determinar de qué manera el ordenamiento jurídico contribuye con las 
políticas socio criminal para prevenir el sicariato juvenil. 
Con la finalidad de alcanzar los objetivos planteados en el presente trabajo de 
investigación, se aplicó la técnica de entrevistas a 11 personas entre técnicos y funcionarios 
que conforman el personal del Ministerio Publico y del Poder Judicial de familia, fiscales 
de familia, así también  como la utilización de análisis documental: resultados que fueron 
con dirección a la corroboración de los supuestos jurídicos que se planteó al inicio de la 
investigación a partir de la formulación del problema general y problemas específicos. 
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ABSTRACT 
 
The present investigation is of the basic type, with a qualitative approach, of design of 
grounded theory, that has like general objective To specify the way in which the delinquent 
adolescent by the crime of hired killers, can be judged as of legal age in the common 
jurisdiction in región callao 2018. Likewise, three specific objectives were proposed to 
complement the general objective that was initially proposed, being these: SPECIFIC 
GENERAL. Determine the way to analyze if it is viable to treat adolescents who are 
delinquent as adults. Cases of hired killers in the región callao 2018, SPECIFIC 
OBJECTIVE 1. Analyze the consequences of public social policies in the social 
reintegration of adolescent offenders AND AS A SPECIFIC OBJECTIVE 2. Determine 
how the legal system contributes to socio-criminal policies for prevent juvenile hired 
killers. 
In order to achieve the objectives set out in this research, the interview technique was 
applied to 11 people, including technicians and civil servants who make up the personnel 
of the Ministerio Público and the Poder Judicial, family, family prosecutors, as well as the 
Use of documentary analysis: results that were aimed at corroborating the legal 
assumptions that were raised at the beginning of the investigation based on the formulation 
of the general problem and specific problems. 
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Para nadie es ajeno que en la actualidad uno de los fenómenos sociales más complejos en la 
sociedad es el sicariato adolescente en la región del Callao, esta situación genera un 
problema en la sociedad, hecho que no puede ser indiferente para nuestras autoridades y 
nuestro marco normativo. Esta problemática genera impactos nocivos en la ciudadanía y su 
expansión sigue generando incertidumbre en el país. 
Por ende, los jóvenes de entre 16 a 17 años cuentan con la facultad de comprender la 
diferencia entre los actos lícitos o ilícitos y en razón de ello, actúan de manera inadecuada, 
transgrediendo bienes jurídicos protegidos como el derecho a la vida.  
Así mismo, el Callao es uno de las regiones con mayor crecimiento en índices de 
violencia. Dicha comuna tiene una tasa de 6,61% x 100,000 habitantes; por ende, es 
necesario prestarle atención al fenómeno social del sicariato juvenil para poder establecer 
mecanismo jurídicos y de gestión pública orientados a mitigar dicho problema.  
Usualmente los jóvenes infractores suelen tener reincidencia en la comisión de 
infracciones, suelen pasar reiteradamente en centros juveniles. Lamentablemente, aun 
recibiendo tratamientos de rehabilitación, resocialización y reinserción, estos no suelen 
generar efectos óptimos debido a que continúan procediendo con la ejecución de delitos y 
el más grave, es el delito de sicariato. 
En este sentido, en el 2018, la Policía Nacional tiene un registro de denuncias que 
ascienden a 92,213 casos entre infracciones y delitos que transgreden la ley penal. El 
porcentaje de infracciones asciende al 6.38% equivalente a 5,926 casos.  
Si bien es cierto, el Código penal establece que los menores de edad se encuentran 
exentos de responsabilidad penal;  por ello no se les puede juzgar como adultos, por lo tanto 
la norma no se adapta a la realidad,  ya que su objetivo primordial es establecer disposiciones 
legales orientadas a generar menor impacto de la criminalidad, por ende las medidas 
disuasivas de dichos mecanismos de control social, no tienen sustento si hay excepciones  
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La motivación para realizar esta investigación, tienen un enfoque académico y social, 
cuyo objetivo se centra en modificar el artículo 20 inciso 2 y 22 del Código Penal, en lo que 
respecta a la inimputabilidad de los adolescentes infractores de 16 y 17 años en razón del 
delito de sicariato.  
Así pues, uno de los factores que intervienen en este problema es la condición en que 
crecen los menores infractores, la educación y la estabilidad dentro de la familia, a ello se le 
suma la falta de sanciones adecuadas que  crea un conflicto, no solo social, sino también 
normativo entre el código de los niños y adolescentes y el código penal. Lo que genera que 
en ciertos casos no se aplique una sanción optima al menor infractor.  
En el código penal se reguló el Decreto Legislativo N° 1181, que  introdujo el delito de 
sicariato, el factor esencial de dicha regulación fue establecer una sanción óptima que 
permita contrarrestar los casos de homicidio por encargo en el país, mitigando su impacto 
de forma paulatina. 
En consecuencia, se derogó el Decreto Legislativo N° 1204, por el Decreto Legislativo  
N°1348: Reglamento del Código de Responsabilidad penal de Adolescente, en dicho cuerpo 
legal se indican ciertas modificaciones a las medidas de socioeducación y su ejecución, para 
ello se amplía el plazo de internamiento y lo que concierne a la Comisión Multisectorial 
Permanente del Código de Responsabilidad Penal del Adolescente. 
Por  este motivo  es necesario ver la forma de buscar soluciones en la normativa a favor de 
la lucha frontal contra el sicariato, teniendo como objetivo buscar el progreso y la seguridad 
en la sociedad. Además, es importante  modificar o  derogar  normas que no generen efectos 
jurídicos asertivos que permitan enfrentar el problema.  
A modo de antecedentes internacionales se tiene al tesista Castillo (2017), quien elaboró 
la investigación titulada: “La Responsabilidad Penal del menor infractor en la Legislación 
Ecuatoriana”, en la conclusión del estudio se señala que los menor de edad de entre 16 y 18 
años, deben afrontar una responsabilidad penal, en razón de su capacidad de discernimiento  
para ejecutar  acciones y determinar si  son válidas o ilícitas.  
Por su parte, Tejada (2014) en su tesis titulada “Efectos de las medidas socioeducativas 
en el Perú y en el derecho comparado en los países de Estados Unidos, Italia, Cuba, Chile y 
Costa Rica”. El motivo de la investigación señalar cuales fueron  las medidas 
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socioeducativas empleadas por los países mencionados teniendo en cuenta su realidad y de 
esta forma intentar formular una comparación que nos invite a mejorar nuestro sistema de 
Justicia Penal Juvenil (p. 14). 
En este punto, debemos establecer un ejemplo del sistema judicial juvenil en  Estados 
Unidos de Norte América: 
 
De las experiencias observadas en países como Chile, Costa Rica y Ecuador se aprecia 
un índice creciente de personas muertas bajo la figura del sicariato, dicho delito se encuentra 
tipificado en las respectivas legislaciones y también en su sistema de justicia como 
precedente vinculante para poder sancionar con mayor rigurosidad estos delitos. En la 
reglamentación ecuatoriana con la adecuación del asesinado; si bien es cierto, el tipo penal 
punitivo es escaso, pero el miedo de la sociedad y el daño causado es alto. En este caso, la 
sanción impuesta al reo por la comisión del asesinato con semejanza al delito de sicariato es 
leve en proporción al daño generado en los familiares de las víctimas y en la sociedad.  
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Además, Barros (2013) en su investigación titulada “El Sicariato en la Ciudad de 
Cuenca”. Presentado ante la Facultad de jurisprudencia, ciencias políticas y sociales de 
derecho de la Universidad de Cuenca - Ecuador. Se planteó como objetivo: Analizar y 
conocer el “Sicariato” y su impacto social en la ciudad de Cuenca durante el año 2013 – 
2014 (p. 54). 
Es importante estimular a las autoridades para que establezcan mecanismos para frenar 
y disminuir el avance del sicariato juvenil. Se deben establecer métodos preventivos para 
evitar el ser pasible de dicho delito pero respetando las garantías y disposiciones 
constitucionales.  
Se debe señalar que en esta investigación se emplearon las técnicas de casuística y la 
compilación de estudios relativos al delito de sicariato. La fuerza pública, la ciudadanía y 
las autoridades judiciales tienen en cuenta este hecho y dictan los mecanismos para proteger 
y prevenir la expansión del delito.  
Así pues, la figura del sicariato es compleja, porque se perfecciona por las 
organizaciones criminales, las cuales suelen captar a menores para que ejecuten dichas 
conductas típicas, por lo que  instaurar solo políticas de contención no minimiza el problema.  
En segunda parte, la criminalidad existente es observada siempre a inicio de eventos ex 
post (hechos delictivos) en el cual jamás aparecen las circunstancias que lo rodean.  
La medida socioeducativa que está estipulada en el Código de los Niños y Adolescentes, 
suelen ser condescendientes y benignas con los menores en dicho cuerpo jurídico, el tiempo 
de internamiento máximo no supera los 10 años, a pesar que el ilícito penal es muy grave. 
Además, tienen la opción de al beneficio de la semilibertad.  
Para la calificación del delito de sicariato se requiere establecer los elementos 
circundantes que acrediten el homicidio causado y  a partir de allí, estructurar políticas 
orientadas a su contención y disminución. Es evidente que hay grupos criminales que operan 
en el anonimato para la ejecución del sicariato, empleando previamente la amenaza y el 
homicidio. Para enfrentar ello, la labor del ejecutivo, de la policía, del ministerio público, 
del poder judicial, los medios de comunicación y la sociedad tiene que ser articulado y 
sistematizado. 
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Adicionalmente a ello, el mismo especialista Villa Stein – citando a Manuel López Rey– 
afirma que hay menores que son totalmente consientes de los actos de naturaleza criminal 
que ejecutan y disciernen que estos son acciones irresponsables, ilógicos y asociales.   
Nuevamente Villa Stein (2015) afirma que “la tesis general en que un menor debe ser 
irresponsable penalmente por su condición es irracional, antisocial y anticientífica, asi como 
el acto de atribuir responsabilidad a todo mayor por el solo hecho de serlo”. (p. 152). 
Se puede acotar que concepto de que un menor tiene facultad de discernir sobre la 
ilegalidad de sus actos y puede evitar la ejecución de los mismos es óptimo. 
En relación a esta premisa, Villa Stein (2015) citando a James Reátegui, afirma que: muchos 
creen que la condición de menor de edad debe estar regulado por factores de 
protección jurídica, incluso si los actos de irresponsabilidad sean apreciados como 
relativos”. Así pues, desde una edad, menor a los 18 años, el agente puede responder 
por sus actos, pero atenuadamente. Así pues, consideramos que la irresponsabilidad 
en los menores provienen de enfoques de protección jurídica. También reconocemos 
que un menor de edad puede entender la naturaleza y el carácter de sus conductas, 
pudíendo adaptar las mismas en razón a su comprensión. (p.152). 
Arias y Pacheco (2013) en la investigación titulada El sicariato en costa rica puede ser una 
conducta de criminalidad organizada, en perspectiva jurídico penal. La investigación se 
presentó en la Universidad de Costa Rica. Facultad de Derecho. El objetivo fue analizar la 
figura del sicariato como una modalidad de delincuencia organizada y si ha sido objeto de 
una investigación jurídico penal adecuado. Se concluyó que se pueden adoptar mecanismos 
óptimos para que no se optimice el aumento significativo de los casos.  
Para abordar la presente investigación se tomaron en cálculo los trabajos que se  
realizaron anticipadamente, siendo que se ha observado diferentes estudios que no han 
conseguido solucionar la problemática de la captación de menores de edad para insertarse 
en el mundo del sicariato. 
Este marco desarrolla teorías, información que nos  proporciona apoyo en la 
investigación, es por ello que es importante, ya que nos contribuye referencialmente con 
otros estudios que tiene alguna relación con nuestra investigación. Por este motivo es que se 
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entablo toda teoría que tiene semejanza con la investigación la misma que a continuación 
paso a desarrollar. 
Nakazaki, (2015), señala que: en la figura del sicariato se atribuye a la conspiración como un 
tipo penal, es decir al pacto entre dos o más agentes para matar a otro. De esta forma, por 
regla general, el solo acuerdo de los agentes no es delito, ya que el mismo requiere de la 
ejecución. Cabe precisar que la política criminal actual responde a la protección  de la 
persona, incluso con actos preparatorios  orientados a matar a otro. La iniciativa se toma  
producto del incremento de la comisión de dichos delitos y los mecanismos delictivos que 
operan en el marco de la criminalidad. (p.25).  
Mérida (2015) menciona que “Los factores resaltantes por el cual aflora el sicariato son 
el ajuste de cuentas por motivación sentimental, conflicto por terrenos, factores económicos 
p intimidación legal, por deudas, venganza por factores políticos”. (p.4).  
La procedencia más común de aquellos agente involucrados en los casos de sicariato 
provienen de los sectores más humildes, optando por la criminalidad como un oficio. Lo 
señalado se vuelve más complejo cuando dicha forma de generar dinero ilícito, se vuelve un 
patrón conductual en la juventud, proliferándose rápidamente y transformándose en un 
flagelo social difícil de tratar.   
El factor familiar también tiene una intervención que puede intensificar el impacto del 
sicariato. Cuando hay desintegración familiar, maltrato físico y psicológico, como punto de 
partida de múltiples fenómenos de naturaleza social, pues el rencor del educando en 
formación, invita a que se retire del hogar y sea captado por organizaciones criminales, 
viendo en los actos ilícitos una forma de subsistír .  
En razón de ello, Mérida (2015), señala que: “Las relaciones dentro del entorno familiar 
suelen estar alteradas o con múltiples problemas. Esto crea un entorno de hostilidad que 
altera la convivencia, siendo los menores de edad los más perjudicados”. (p.32).  
Así mismo, se deben desplegar programas para la prevención y resguardo social a niños, 
niñas y adolescentes en caso de riesgos en las instituciones educativas, en el entorno familiar 
y en las comunidades. Además, es necesario crear programas socioeducativos dirigidos a las 
infracciones leves, y de forma posterior a las de naturaleza grave como el caso del sicariato. 
La creación de programas en los centros juveniles deben ser dirigidos y impulsados por 
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personal capacitado cuya función este orientada a la reinvindicación y resocialización. 
Respecto a la condición de los adultos que captan a menores para la ejecución de este tipo 
de delitos, es necesario endurecer su persecución y sanción.  
Según la revista Justicia (2016), se señala que: el empleo de armas  por niños de 13, 15 y 17 
años, es común. Así pues, muchos se guían del ejemplo de sus padres al portar estas 
herramientas y lo naturalizan como algo acostumbrado. Las armas suelen ser 
empleadas en conflictos entre bandas, posicionamientos de terrenos, delitos de 
extorsión y cobranza por cupos de obras y la comercialización de obras. En la 
Región Callao, según información policial, se detuvieron a 728 jóvenes por 
múltiples infractores. De las todas señalado, 129 incurrieron en robo agravado por 
arma de fuego y arma blanca. (p.11).  
La totalidad de estos adolescentes, se encuentran en una situación de abandono de 
cualquier soporte familiar; por lo tanto, son fáciles de captar por las organizaciones de 
criminalidad. En Latinoámerica, hay un incremente significativo de adolescentes 
incorporados al crimen organizado.  
Desde una óptica individual, es necesario señalar que hay un desenfoque respecto al trato 
que se le presta a este fenómeno social por parte de los gobiernos y autoridades. Es necesario 
la observación y el análisis de este fenómeno desde todas las dimensiones. En el sector 
Callao, las instituciones encargadas de impulsar las políticas de seguridad ciudadana y de 
aplicación de justicia, deben efectuar la identificación de adolescentes que se encuentran 
adheridos a los fenómenos de extorsión y sicariato.  
En razón de ello Meini (2015), señala que si se sigue buscando solucionar el sicariato 
juvenil por medio del marco normativo penal, este solo aumentara. El ejemplo más claro se 
encuentra en América central: El Salvador y Honduras. (p.6).  
Es importante recordar que nuestro país está suscrito y fue ratificado por la Comisión 
Internacional de los Derechos de los Niños y Adolescentes, los cuales establecen las 
garantías y lineamientos para la consideración de un menor como responsable penal, cual es 
el tipo de juicio y la orientación entre las cueles se deben enmarcar las sanciones”. Así pues, 
la convención señala que el castigo punitivo a un menor no puede ser igual a la sanción 
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interpuesta a un mayor de edad, ya que este debe culminar su etapa de resocialización y no 
es óptimo ingresarlo a un centro penitenciario con más criminales.  
Si bien es cierto hay dos marcos normativos que aparentemente suelen colisionar en 
razón a la punibilidad de los adolescentes infractores en delitos mayores, pero son los jueces 
los que deben aplicar el principio de especialidad. De esta forma proceden a emplear una 
normal especial sobre una norma general, puesto que, si ambos modos de homicidio tienen 
una naturaleza  económica se tiene que optar por la figura del delito de sicariato, por que la 
conducta se adecua más al tipo penal.  
Como formulación del problema de estudio, se presentan las siguientes interrogantes: 
Problema General: ¿Es viable el tratamiento como mayor de edad de los adolescentes 
infractores en los casos de delito de sicariato en el Región Callao 2018? 
Problema Especifico1: ¿Cómo influyen las políticas públicas socioeducativas en la 
reinserción social del adolescente infractor? 
Problema Especifico 2: ¿De qué manera el ordenamiento jurídico contribuye con la 
política socio criminal y la prevención de la delincuencia para erradicar el sicariato juvenil 
en la región del callao? 
En la Justificación; se está considerando la categoría de sicariato juvenil con su sub 
categorización denominado “factor social” y “factor psicológico”. Además también se 
comprende a la categoría “ejecución de penas” con su sub categorización denominada 
“responsabilidad restringida por la edad, reincidencia, habitualidad y asociación ilícita”.  
En la Justificación teórica; se puede señalar que la investigación busca resolver un 
problema social, construyendo una nueva teoría. Para ello, se establece un marco teórico que 
emplea un leguaje de términos prácticos y un análisis con enfoque en el problema social y 
con posibles respuestas con generen la construcción de una nueva teoría.   
Respecto a la justificación practica; se puede señalar que aquellas conclusiones a  las 
que se llegó con el desarrollo del estudio servirán para  ampliar las fuentes teóricas sobre el 
flagelo social del sicariato juvenil en la región del Callao, otorgando recomendaciones 
orientadas a mitígar gradualmente el problema de fondo.  
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Objetivo General: Analizar si es viable el tratamiento como mayor de edad de los 
adolescentes infractores en los casos de delito de sicariato en el Región Callao 2018 
Objetivo específico 1: Determinar la influencia de las políticas públicas socioeducativas  
en la reinserción social del adolescente infractor. 
Objetivo específico 2: Determinar de qué manera el ordenamiento jurídico contribuye 
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2.1  Tipo y Diseño de Investigación  
 
El tipo de estudio empleado es el modelo básico - descriptivo. El  metodólogo Hernández 
(2010), señala que este tipo de estudio implica la identificación del fenómeno, la 
recopilación y el análisis de información. Las fuentes suelen provenir de la observación de  
personas, actos, vivencias o cosas que se extraen de la realidad. (2010, p. 80). 
Por otro lado, se empleó el enfoque cualitativo, ya que se efectuó un análisis del 
problema en razón de la observación del fenómeno apreciado. Además, se centra en el 
análisis de los instrumentos empleados para la recopilación de información.  
Respecto al diseño de investigación se aplicó la teoría fundamentada. Según Hernández 
et al (2014), este diseño se centra en la descripción del fenómeno  de estudio, con el objeto 
de analizar y explicar las características del problema, sin variar o alterar las fuentes de 
investigación. (p. 472). 
De lo citado, se consideraron las opiniones vertidas por expertos cuya actividad o 
experiencia práctica y laboral tienen afinidad con el fenómeno de estudio.  
2.2. Escenario de Estudio 
“Se eligió un sector que contó con una cantidad óptima de individuos que fueron evaluados 
y de los cuales se pudo sustraer información (Zúñiga, 2007, p.39)”. Sobre ello, el escenario 
de estudio se situó en la Región Callao y nos enfocamos en determinar si es viable el 
tratamiento como mayor de edad de aquellos adolescentes infractores en el proceso penal de 
sicariato en la Región Callao. 
2.3. Participantes  
Las persona que participaron en el desarrollo de este estudio, son especialistas en el área de 
derecho penal y derecho civil. Cuentan con amplia experiencia laboral en el sector público, 
teniendo conocimiento basto sobre el tema de investigación. Para la selección de estos 
profesionales que fueron parte de la entrevista de recopilación de información, se tomaron 
en cuenta las disposiciones universitarias. 
Teniendo en consideración el enfoque de investigación, el diseño y el tipo de estudio, se 
debe señalar que no se empleó una estructura o fórmula para determinar la población y 
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muestra. Los participantes fueron seleccionados en razón a su profesión y ejercicio de 
función en el sector público.  
Tabla N.º 2: Caracterización de sujetos 
Fuente: Elaboración propia 
2.4 Técnicas e Instrumentos de Recolección de datos. 
Para Ramírez (2010), las técnicas pueden ser comprendidas como las herramientas o 
procedimientos orientados a la obtención de información de múltiples fuentes. (p.277).  
La necesidad de emplear técnicas para la investigación, es que después de la selección y 
agrupación de las fuentes de información, estas pueden ser analizadas y contrastadas para 
poder llegar a cuasi conclusiones que tengan vinculación directa con nuestros objetivos de 
estudio. Por ello, los instrumentos empleados estuvieron elaborados teniendo en 
consideración el planteamiento del problema y los objetivos.  
N.° ENTREVISTADO PROFESIÓN ESPECIALIDAD EXPERIENCIA LABORAL 
1 Dra. Karina 
Mauricio Tinoco 
Abogada Civil Especialista en derecho de familia 
2 Dr. José Luis Pari 
Mendoza 
Abogado Penal Especialista en derecho penal y 
procesal penal 
3 Dr. Julio Cesar 
Rodriguez Zuñiga 
Abogado Penal Especialista en derecho penal y 
procesal penal 
4 Dr. Martin Ernesto 
Charalla Farfán 
Abogado Penal Especialista en derecho penal y 
procesal penal 
5 Dr. Fernando 
Castillo Patiño 
Abogado Penal Especialista en derecho penal y 
procesal penal 
6 Dr. Victor Manuel 
Rodriguez Morales 
Abogado Civil Juez del 5 juzgado de  familia en 
lima este 
7 Dr. Walter Vidaural 
Bances 
Abogado Penal Especialista en derecho penal y 
procesal penal 
8 Dr. Luis Fernando 
Arce Canepa 
Abogado Penal Especialista en derecho penal y 
procesal penal 
9 Dr. Luis Alberto 
Mena Núñez 
Abogado Penal Especialista en derecho penal y 
procesal penal 
10 Dr. Valentino 
Arango Arbi 
Abogado Penal Especialista en derecho penal y 
procesal penal 
11 Dr. Humberto 
Enciso Nano 
Abogado Penal Especialista en derecho penal y 
procesal penal 
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Según Behar (2008), comprende a las técnicas como un medio de interacción social con 
individuos o fuentes de información. La más común es la formulación de interrogantes, 
cuyas respuestas son fuentes primarias de interés para la investigación. (p. 55). De lo 
señalado, debemos aseverar que las técnicas que se emplearon en este estudio son la 
entrevista y los registros documentales.  
Los instrumentos empleados en esta investigación son:  
La guía de entrevista: El empleo de esta técnica nos facilitó el contacto directo con los 
especialistas en derecho, cuyas declaraciones nos permitieron obtener diferentes respuestas 
en virtud a las interrogantes, esto con la misión de sustraer información relevante con nuestra 
formulación de problemas y nuestros objetivos de estudio.  
 
Análisis de fuente documental: Este tipo de recolección de datos se efectuó a través del 
análisis de la información sustraída de documentos y oficios que fueron emplearon en 
nuestro  estudio. Cabe precisar que el instrumento de las fichas de registro documental fue 
debidamente validado por los asesores metodológicos de la casa de estudios.  
 
Validez del instrumento:  
Los intrumentos empelados para la recoleccion de informacion fueron validados por los 
asesores metodologos de la casa de estudios. Estos intrumentos fueron calificados en razon 
a cada Items de cumplimiento obligatorio con un marco de confiabilidad del 0 a. 100%.  
 
Confiabilidad:  
La confiabilidad de los instrumentos de investigación se determino en razon de su estructura, 
su originalidad y el cumplimiento de los estandares para su aplicación, los mismos que se 
encuentran determinados en la ficha de validacion. Asi pues, los expertos metodologos 
calificaron la confiabilidad del intrumento de la siguiente forma:   
Tabla N° 3: Validación de instrumento de entrevista. 
Fuente: Elaboración propia 
ASESORES EXPERTOS VALORACION EN 
PROCENTAJE 
EXPERTO 1 Mg. Eliseo Segundo Wenzel  95% 
EXPERTO 2 Mg. Luca Aceto 95% 
EXPERTO 3 Dr. La Torre 95% 
VALORACIÓN 95% 
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Tabla N° 4: Validación de instrumento de registro documental. 
ASESORES EXPERTOS VALORACION EN 
PROCENTAJE 
EXPERTO 4 Dr. Rodríguez Figueroa, José 97% 
EXPERTO 5 Mg Vargas Huamán, Esaú 95% 
EXPERTO 6 Mg. Olaya Medina, Joe Oriol 90% 
VALORACIÓN 94% 
Fuente: Elaboración propia 
2.5. Procedimiento 
Con el objeto de garantizar un estudio idóneo, se emplearon fuentes  originales con 
información sólida, con instrumentos de recolección de datos bien elaborados y validados. 
Posteriormente  se aplicó una contrastación de toda la información obtenida con el empleo 
de los instrumentos de guía de entrevista y los registros documentales y estos fueron  
contrastados con los comentarios citados por los especialistas y las conclusiones de los 
estudios previos. De esta forma se llegaron a obtener las conclusiones de estudio.  
2.6. Método de análisis de información 
Los métodos de análisis de información empleados en esta investigación fueron el 
sistemático, objetivo, replicable y valido, por consiguiente la problemática de estudio y 
metodología empleada se concatenan de forma válida. No obstante, lo característico del 
método de análisis de contenido sistemático y que lo distingue de otros métodos de 
investigación sociológicos, es que este método nos permitió combinar información 
intrínseca, a través de la observación y producción de datos, y su interpretación o análisis.   
Tambien se empleó el metodo de interpretación. Asi pues, Villabela (2005) señala que: [...] 
el metodo de interpetación permite una mejor comprensión de las premisas, significados y 
caracteristicas del fenómeno de estudio, su sistema estructural y el contexto social. (p.944).   
El método de interpretación nos permitio  interpretar la doctrina y la normativa existente. 
Lo que facilito la contrastacion y discusion de los resultados obtenidos, tenbiendo en 
consideracion a nuestros objetivos de estudio. 
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Unidad Temática y Categorización.  
Para Gomez (2003): “Las categorías son los sub temas que se encuentran instaurados en el 
titulo de la investigacion. Estas pueden serdefinida dentro del estudio y pueden contener una 
naturaleza independiente o pueden depender de otroa categoria principal”. (p.55). 
En razon de lo señalado se establecio la siguiente categorización. 
Tabla N.°5: Categorización y Subcategorías 






Menor de edad que comete infracciones 
graves o leves, pero que por su condición no 
pueden ser tratados de la misma forma que 
un adulto. Asi pues, al incurrir en la 
ejecucion de un acto ilítico este no puede ser 
considerado como un delito pasible de pena, 
sino como una infracción que requiere de 
programas de reinserción social.   
Políticas públicas 
socieducativas. 
Politica socio criminal. 
 
2) Delito de 
sicariato 
 
Figura típica a través del cual se le quita 
la vida a alguien por encargo de otro 
agente. Las motivaciones son externas y 
ajenas como por ejemplo el factor 
económico, trafico de terrenos, 
narcotráfico, ajuste de cuentas, extorsion. 
El sicariato suele tener miembros de 
distinto rango de edad, siendo los jóvenes 
los de mas fácil captación por las 
entidades criminales.  
Reinserción Social. 
 
Prevención del sicariato 
juvenil. 
Fuente: Elaboración propia 
2.7. Aspectos éticos 
 
La  investigación se  realizó de manera objetiva. Me centré en la aplicación de diversas 
teorías para la comprensión de la problemática estudiada. Los comentarios citados fueron 
debidamente parafraseados e instaurados teniendo en consideración las disposiciones del 
manual de la Asociación Americana de Psicología – APA. Los instrumentos empleados 
contaron con la validación de los docentes metodológicos de la casa de estudio, por ello 
cuentan con valides científica y confiabilidad.  
En cuanto al método científico empleado, se ha procurado respetar el esquema de tesis 
cualitativo presentado por la casa de estudios, se respetó el derecho de autor y la propiedad 
intelectual y las disposiciones de la ley universitaria en lo respectivo a los requerimientos 
para la investigación. 
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Descripción de resultados 
En esta etapa de la tesis se realizará la interpretación y análisis de los resultados obtenidos 
por medio de la aplicación de los instrumentos de guía de entrevista y los registros 
documentales. De esta forma procederemos a desmembrar cada una de las interrogantes de 
la entrevista y sus respectivas respuestas. Posteriormente realizaremos el análisis 
hermenéutico de los registros documentales seleccionados.   
Tabla N°6: Ficha técnica de entrevistados 
Entrevistado Descripción 
Karina Mauricio Tinoco Especialista en Derecho de Familia 
José Luis Pari Mendoza Especialista en Derecho Penal 
Martin Ernesto Charalla Farfán Especialista en Derecho Penal 
Fernando Castillo Patiño Especialista en Derecho Penal 
Victor Manuel Rodriguez Morales Juez del 5º Juzgado de Familia Ate 
Walter Vidaural Bances Especialista en Derecho Penal 
Luis Fernando Arce Canepa Especialista en Derecho Penal 
Luis Alberto Mena Núñez Especialista en Derecho Penal 
Valentino Arango Arbi Especialista en Derecho Penal 
Humberto Enciso Nano Especialista en Derecho Penal 
Julio Cesar Rodriguez Zuñiga Especialista en Derecho Penal 
Fuente: Elaboración propia 
Resultados de la Guía de Entrevista: 
Los resultados obtenidos con la técnica de entrevista son los siguientes:  
Objetivo General: Analizar la viabilidad del tratamiento como mayor de edad de los 
adolescentes infractores en los casos de delito de sicariato en el Región Callao 2018.  
Respecto a la pregunta 1. Desde su punto de vista. ¿Es viable el tratamiento como mayor 
de edad de los adolescentes infractores, en el Juzgado de familia del callao?, Señalo 
Mauricio (2019), que es viable el tratamiento como mayor de edad en el juzgado del Callao 
por la gravedad de la situación en la que se encuentra actualmente. De la misma manera Pari 
(2019), señala que si es viable porque en el Callao es un caso complejo el cual se inicia con 
el internamiento de jóvenes por el delito de sicariato por las cuales fueron reclutados por 
            19 
bandas y organizaciones de construcción civil. Por ende, no existe coherencia de cómo se 
puede dar un castigo tan leve a una organización criminal., Charalla (2019) afirma que, esta 
conducta delictiva ha ido incrementando de una forma alarmante en el callao y el estado 
debe de evitar a que esta problemática vaya en aumento. Si bien es cierto que también 
Castillo (2019), nos afirma lo siguiente; que en varios países de Latinoamérica ya han optado 
por un castigo ejemplar para los menores infractores que cometa este delito, porqué en 
nuestro país no existe reacción si ya se rebasó todas las expectativas y lineamientos previstas 
en el derecho penal. Por lo tanto, Rodriguez (2019) nos afirma que es necesario cambiar y/o 
derogar la normativa de nuestra constitución con el fin de plantear los pilares que van contra 
la salud pública, ya sea como tema primario para lograr el cambio hábito ya que es tendencia 
en la actualidad. Por consiguiente, Zuñiga (2019) nos menciona que resulta inverosímil que 
un adolescente pueda matar por encargo a la luz del día y a sabiendas de que solo recibirá 
una pena de internamiento, esto resulta contraproducente y hasta anticientífica. En ese 
sentido. Vidaural (2019) nos indica lo siguiente; que el Callao es un área muy proclive a este 
tipo de delito respecto al sicariato juvenil. Por otro lado, Arce (2019) nos señala que, no es 
viable el tratamiento como mayor de edad a los menores infractores porque la sanción penal 
no es una garantía para reducir el índice de sicariato juvenil, Por consiguiente, en el mismo 
criterio, Mena (2019) nos indica que el tratamiento como mayor, no conlleva a desarticular 
las organizaciones delictivas y solo conlleva a que el sicariato adolescente sea reemplazado 
por otro más adiestrado. Por ende, Arango (2019) nos señala que no es factible porque el 
menor tiene leyes especiales y la persona mayor tiene sus propias leyes en el código penal. 
Por último, Enciso (2019), nos indica lo siguiente; Esto no es un problema de normatividad 
si no de políticas públicas que no son lo suficientemente eficaces para reducir el sicariato 
juvenil. 
En ese sentido, para la mayoría de los profesionales, están de acuerdo a que es viable el 
tratamiento como mayor de edad a los menores infractores por el delito de sicariato, porque 
cumple con la capacidad de discernimiento para diferenciar entre el bien y el mal, por ende 
debería ser juzgados como adultos y el resto de los entrevistados aducen a que no porque las 
normas de los Niños y Adolescentes se hicieron para los menores de edad y el adulto ya 
tiene un Código Penal el cual, esto no sería contraproducente, y por lo tanto se determina a 
los criterios analizados de que si es viable, esta tendencia viene desde el 2012. 
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Respecto a la Pregunta 2. Desde su conocimiento ¿a qué se debe que a la fecha no existan 
políticas concretas sobre el menor infractor en el delito de sicariato? 
Del mismo modo que Mauricio (2019), determina que existe mucha burocracia en la 
política que impide que existan políticas concretas sobre el menor infractor. De la misma 
manera Pari (2019), señala que, no se prioriza la prevención del sicariato juvenil, por el 
contrario, se ataca la descripción del delito y no contra el delito en concreto. Por ende, 
Charalla (2019) afirma que, no se nota el esfuerzo por parte del estado en brindar políticas 
concretas sobre el menor infractor, para salvaguardar la protección del estado ni para la 
inserción social del mismo. Por lo tanto. Castillo (2019), nos afirma lo siguiente; se 
determina que no existen los criterios necesarios para que nuestra legislación este a la altura 
de otras legislaciones vecinas, puesto que el estado no desea invertir en nuevas políticas 
concretas. Por lo tanto. Rodríguez (2019), nos afirma que los órganos del estado deberían 
de promover la iniciativa de una política concreta que persiga y retroalimente la política 
socioeducativa. Por consiguiente. Zúñiga (2019), también nos explica que este tema de 
políticas socio educativas deben de llevar de la mano con la política criminal puesto que, si 
no desea reinsertarse en la sociedad, tiene que cumplir una pena justa, para que sean políticas 
concretas. En ese sentido. Vidaural (2019), nos indica lo siguiente; determinamos que existe 
poca o nula motivación por parte de los programas sociales, por ende, no existe un criterio 
uniforme en las políticas públicas. Por otro lado, Luis Fernando Arce nos señala que, no se 
encuentra una solución eficiente para esta problemática y esto comprende a que no existan 
políticas públicas eficientes para la prevención y reinserción social. Por consiguiente, en el 
mismo criterio, Mena (2019), nos indica que la incompetencia de los funcionarios, 
determinan la ineficiencia de las políticas públicas en el caso concreto. 
Por ende, Arango (2019), nos señala que por ampliación de la norma se deben aplicar 
otras que sean conexas al caso corresponde, que es el parlamento para dar una ley sobre el 
sicariato adolescente. Por último, Enciso (2019), nos indica que, se trata por la falta de 
inversión por parte del estado, que impide a que se desarrolle y prospere este proyecto. Se 
puede observar que existe un déficit de políticas socio educativa en el caso concreto.  
Por lo tanto, los entrevistados nos mencionan que no existen políticas concretas sobre el 
menor infractor en el delito de sicariato. Porque en nuestro país no existe una lucha frontal 
contra la inseguridad ciudadana, y esto es el reflejo del sicariato juvenil en el callao. Por 
ende el desafío del país es hacer efectiva la política socio educativa lo cual hasta el momento, 
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no lo ha logrado, y el resto de los entrevistado nos menciona a que ya está en camino la 
implementación del nuevo código penal en el callao y esto se verá cuando existan políticas 
inclusivas, que es un proceso a largo plazo y su eficacia depende de instalarse la política ya 
mencionada, recién se verá el beneficio de las niñas, niños y adolescentes.  
Respecto a la Pregunta 3. Considera Ud. ¿Que el código de los derechos de los niños y 
adolescentes debería ser modificada en el extremo del tratamiento como mayor de edad en 
el delito de sicariato? 
Del mismo modo que. Mauricio (2019), determina que sí, debería ser modificado el 
código de los niños y adolescentes en el delito específico de sicariato para que sean tratados 
como mayor de edad. De la misma manera. Por Ende, Pari (2019), señala que se debe 
modificar el código de los niños y adolescentes para que exista una lucha directa y eficiente 
contra el sicariato juvenil en coordinación con el Ministerio Público. Por ende, Charalla 
(2019), afirma que si, existe tendencia de incorporar en nuestra normativa del código de los 
niños y adolescentes a que contemplen como sicario al menor infractor dado su estado de 
discernimiento entre diferenciar el bien y el mal. Por otro lado, Castillo (2019), nos afirma 
lo siguiente; la modificación del Código de los niños y adolescentes ya está en proceso de 
ser cambiado puesto a que está sufriendo diversos cambios desde el 2012, el Código de 
Responsabilidad penal de Adolescente según la norma sobre el tratamiento en conflicto con 
la ley penal, solo que aún no se aplica en su plenitud y no se encuentra los criterios adecuados 
para su aplicación, porque en el callao los casos de menores lo ve un juez de familia, y no 
un juzgado penal especializada para adolescentes infractores, que por la coyuntura actual, 
ya debería haberse de implementado una pena. Rodríguez (2019), nos afirma que al crearse 
un Policía Especializada de Menores y aprobarse el Manual de Clasificador de Cargos del 
Programa Nacional de Centros Juveniles (PRONACEJ), es un indicio claro, de que el 
cambio del código de los niños y adolescentes está muy cerca. Por consiguiente, Zuñiga 
(2019) también nos explica, que es un tema discutible, se modificó con anterioridad el 
decreto legislativo 1204 por el decreto legislativo 1348, en el 2017 pero, aun así, no existen 
cambios significativos, pienso que la tendencia de que el menor infractor sea juzgado como 
mayor, está tomando mucha fuerza. En ese sentido. Vidaural (2019) nos indica lo siguiente, 
que es necesario aplicar criterios uniformes que sean viables, para iniciar con una nueva 
normativa y juzgar al adolescente infractor de 16 en el fuero común. 
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Por otro lado, Arce (2019), nos señala que se debe de respetar el pacto de los derechos 
internacionales de los niños y adolescentes en el cual el Perú se ha inscrito y ratificado. Por 
consiguiente, en el mismo criterio. Mena (2019), nos indica que debería ser modificada para 
una sanción mayor al internamiento de 10 años para que se demuestre al país de que existe 
una lucha constante contra la inseguridad ciudadana, pues los últimos cambios no garantizan 
la protección del estado y por el contrario aumenta la delincuencia. Por lo tanto. Arango 
(2019) nos señala que no sería lo ideal dicha modificación ya que, en las últimas 
modificaciones del 2017, se requiere modelos socio educativo para entrar en debate, y no 
contradecir las políticas públicas que están en ejecución. Por último, Enciso (2019) nos 
indica que, debe prevalecer la lucha contra el sicariato juvenil, y por ende se debe modificar 
el código de los niños y adolescentes a favor del bienestar común, para atacar el núcleo 
principal del problema con la delincuencia juvenil en el callao. 
Los entrevistados apoya la tendencia del menor infractor, en el extremo de que sean 
tratados como mayor de edad, por lo cual 8 entrevistados están de acuerdo a que el código 
de los derechos de los niños y adolescentes debería ser modificado en el extremo del 
tratamiento como mayor de edad en el delito de sicariato, porque ya existen una tendencia 
que inicio desde el 2012 cuantiosos cambios legislativos para endurecer las penas y 
disminuir beneficios, por ende se determina que el proceso del tratamiento como mayor ya 
está en camino. Por ende, 3 entrevistados aducen a que no porque las normas de los Niños 
y Adolescentes se deben de respetar tanto como el pacto internacional de convención sobre 
los derechos del niño de que tiene reafirmado nuestro país, y lo viable seria incrementar la 
pena de internamiento a 16 años. 
Objetivo específico 1: Analizar la consecuencia de las políticas públicas socioeducativas 
en la reinserción social del adolescente infractor. 
Respecto a la Pregunta 4. Señale usted ¿A qué se debe que las políticas públicas 
socioeducativas en la reinserción social del adolescente infractor, actualmente no dan 
resultados positivos y por el contrario aumentan? 
Mauricio (2019) determina que las políticas socioeducativas son muy flexibles, pues es 
la misma de hace 10 años y no se adapta a la coyuntura actual donde se requiere mejor 
formación BIO-PSICO-SOCIAL, de lo que se puede resumir de la pregunta, es que se 
demuestra que las políticas públicas no dan resultados positivos. De la misma manera nos 
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menciona. Pari (2019), señala que, es competencia de los órganos del estado motivar a una 
política socioeducativa central y neurálgico permanente en el tiempo para mejorar la calidad 
no solo de quienes están en un internamiento si no para los reincidentes habituales. Por otro 
lado, Charalla (2019) afirma que, no se está aplicando correctamente las políticas públicas, 
porque no se cuentan con los mecanismos necesarios y estrategias eficientes para su 
finalidad y si lo existen aún no lo aprueban. Si bien es cierto que también Castillo (2019), 
nos afirma lo siguiente; que no existe un estudio en conjunto con todos los organismos 
necesarios para la cooperación de esta situación que no abarca solo en el ordenamiento 
jurídico, esto va más allá. Por lo tanto, Rodriguez M. (2019) nos afirma que, en el Perú, las 
políticas socioeducativas son muy flexibles, otros países que ya cuentan con un delito 
especial para estos casos de sicariato juvenil, en donde se juzga en el fuero común. 
Por ende, Zuñiga. (2019) también nos explica que el factor clave es que la sociedad juzga 
a quienes desean reinsertarse y recuren a limitar su actividad o simplemente lo excluyen de 
campos laborales como talleres, por lo cual debe existir sanciones para empresas que 
fomentan el racismo a los adolescentes que están en proceso de inserción, en ese sentido. 
Vidaural (2019), nos indica lo siguiente, que existen muchos intereses de mantener la 
coyuntura actual para beneficio del crimen organizado, por ende, no se logra alcanzar la 
expectativa. Por otro lado, Arce (2019), nos señala que este diseño de políticas públicas no 
abarca el estudio antropológico que se requiere para arrojar resultados positivos. Por 
consiguiente, en el mismo criterio, Mena (2019). Nos indica que, no se identifica los 
parámetros establecidos para su buen funcionamiento. Por otro lado, Arango (2019), nos 
señala que es una situación por lo cual el estado debe tomar cartas en el asunto y mejorar la 
política socioeducativa para que se acepten las políticas de estado respecto a su situación de 
llevar adelante un abanico de oportunidades, talleres y congresos del tema. Por último, 
Enciso (2019) nos indica que, existe una lucha directa por la reinserción social, pero no son 
suficientes con la coyuntura actual que se desarrolla en el Callao. 
En gran mayoría de los entrevistados, nos afirman a que, si existen un déficit en la 
política pública socioeducativa en la reinserción social del adolescente infractor y por el 
contrario aumentan, porque no se da el mecanismo necesario y estrategias eficientes para su 
finalidad en la cual no se adapta a la coyuntura actual donde se requiere mejor formación 
BIO-PSICO-SOCIAL. Por ende, el resto de los entrevistados nos afirman que no se está 
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aplicando correctamente las políticas públicas por la incompetencia de los que lo conforman, 
por ende, se debe cambiar. 
Respecto a la Pregunta 5. ¿Considera usted que la norma es suficiente respecto a la 
reinserción de las niñas, niños y adolescentes en la región del callao? 
Mauricio (2019), determina que no es suficiente porque no llega a solucionar el tema 
central, De la misma manera. Pari (2019), señala que el Perú ha suscrito en la comisión 
internacional de los derechos de las niñas, niños y adolescentes y debe ser respetado. Por 
ende. Charalla (2019), afirma que, no es suficiente porque los centros juveniles de 
internamiento ya han rebasado su capacidad y ello demuestra que no es suficiente la 
normatividad. Si bien es cierto que también, Castillo (2019), nos afirma lo siguiente; que en 
la interpretación y aplicación se entiende que son suficientes, pero la realidad es muy 
distinta. Por lo tanto. Rodriguez (2019), nos afirma que es una situación de hecho, la norma 
siempre está detrás de la realidad esta propenso a ser cambiada en cualquier momento.Por 
ende el entrevistado. Zuñiga (2019), también nos explica que se debe considerar la 
aplicación de más criterios adecuados para su fortalecimiento. En ese sentido. Vidaural 
(2019), nos indica que el menor internado sale con más experiencia para delinquir y deben 
de prever estas situaciones con áreas separas por delitos y faltas. Por otro lado, Arce (2019), 
nos señala que no existen los mecanismos adecuados para garantizar la reinserción social de 
los adolescentes, Por consiguiente, en el mismo criterio, Mena (2019), nos indica que si se 
sigue con este diseño de sincronizado con otros órganos del estado estaremos lejos de la 
reinserción, Por ende, Arango (2019), nos señala que se deben crear nuevas herramientas 
para el bienestar del menor. Por ultimo Enciso (2019), nos indica que el adolescente al 
concluir con el internamiento, no está preparado para entrar al campo competitivo y vuelve 
a reincidir en los mismos delitos. En gran mayoría, 10 de los entrevistados están de acuerdo 
a que la norma, no es suficiente respecto a la reinserción de las niñas, niños y adolescentes 
en la región del callao, porque no cumple con las garantías de que el adolescente infractor, 
se reinserte en la sociedad, puesto a que no existen una reinserción social a falta de estudios 
y medidas socioeducativas que exijan el cambio del adolescente infractor, y el resto de los 
entrevistados, nos menciona, que esto no es problema de las medidas socioeducativas ya 
impuestas, esto abarca más allá por ende no se puede culpar a una sola institución si se 
requiere de estudios especializados para su eficacia y resultados. 
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Respecto a la Pregunta 6. Desde su posición ¿Que políticas socioeducativas propone afín 
de que se logre la reinserción social? 
Mauricio (2019), determina que se exija culminar el estudio y trabajos comunitarios en 
talleres. De la misma manera. Pari (2019), señala que sería factible crear políticas concretas 
a fin de que se estimulen al adolescente a trabajar. Por ende, Charalla (2019), afirma que la 
creación de programas de ayuda social es lo ideal para esta situación. Si bien es cierto que 
también Castillo (2019), nos afirma lo siguiente; que se debe de crear mecanismos 
socioeducativos que respondan con celeridad a las situaciones coyunturales que aqueja a los 
menores. Por lo tanto. Rodriguez (2019), nos afirma que los programas fundamentales ya 
vigentes como Patrullas Juveniles, deben de ponerse en vigencia a nivel nacional y aumentar 
la productividad. Por consiguiente. Zuñiga (2019), también nos explica que es fundamental 
la creación de centros psicológicos que orienten al menor. En ese sentido Vidaural (2019), 
nos indica lo siguiente se necesita un análisis exhaustivo para determinar las deficiencias e 
innovar nuevas alternativas de superación. Por otro lado, Arce (2019), nos señala que 
implantar la Autoayuda con orientación de la psicología es más que suficiente para salir del 
auto-abandono y ser auto-suficiente. Por consiguiente, en el mismo criterio, Mena (2019), 
nos indica que existen programas en el cual se debe enseñar a los menores la realidad 
penitenciaria y los peligros que puede contraer como una manera de prevención. Por ende, 
Arango (2019), que las propuestas son por intermedio de conferencias y talleres. Por ultimo 
Enciso (2019), nos indica que, se tiene que cambiar de paradigmas e innovar en el campo de 
la psicología para lograr resultados positivos en la reinserción social del menor. 
Entonces para la mayoría de los profesionales, nos recomienda las posibles políticas 
socioeducativas con el objetivo de lograr la reinserción social, que se exija a la culminación 
de los estudios básicos e implementación de talleres para el adolescente pase de un estado 
de auto-abandonó a autosuficiente, lo cual conlleva mucho apoyo del gobierno e 
instituciones para su realización y el resto de los entrevistados aducen a que las políticas 
socioeducativas vigentes son suficientes y adecuados ya que la implementación de nuevas 
políticas requiere un gasto representativo y no se garantizan mejores resultados de los que 
ya se ha obtenido.  
Objetivo específico 2: Determinar de qué manera el ordenamiento jurídico contribuye con 
la política socio criminal y prevención de la delincuencia para erradicar el sicariato juvenil 
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Respecto a la Pregunta 7. ¿Cuál es la problemática existente sobre la política socio 
criminal que sustenta sus causas sobre el sicariato juvenil en el callao? 
Mauricio (2019), determina que la problemática actual es que los jóvenes de ahora, 
confunden la libertad con el libertinaje, por lo tanto, de lo que se puede resumir de la 
pregunta, es que existe mucha falta de valores que se adquiere en el hogar. De la misma 
manera. Pari (2019), señala que no son políticas completas que retroalimenta todas las 
variables de la política socio criminal. Por ende, Charalla (2019), afirma que la delincuencia 
juvenil se desarrolla gracias al descuido del estado y la poca inversión para este tema. Si 
bien es cierto que también Castillo (2019), nos afirma lo siguiente; que, al tratarse del primer 
puerto importante del país, varias organizaciones delictivas, nacionales y transnacionales, es 
difícil cambiar la mentalidad a los adolescentes infractores, si está de por medio el dinero, 
drogas y posiciones que predominan en construcción civil. Por lo tanto. Rodriguez (2019), 
nos afirma que la Policía Nacional del Perú, trabaja arduamente para combatir la violencia 
enquistada desde ya varios años, pero sin éxito en reducir los índices delictivos. Por lo cual, 
Zuñiga (2019), también nos explica que la migración masiva también juega un rol 
importante, ya que fomenta el desempleo y la informalidad en la zona portuaria. En ese 
sentido. Vidaural (2019), nos indica que la problemática socio criminal que merma sobre el 
callao es por la inseguridad y poca credibilidad que tienen los habitantes del callao al estado 
peruano. Por otro lado, Arce (2019), nos señala que en el callao se desarrolla nuevas formas 
de delinquir en la cual siempre se busca sacarle la vuelta a la ley. Por consiguiente, en el 
mismo criterio, Mena (2019), nos indica que se desarrollan nuevos modus operandi en el 
cual, en muchos casos existen vacíos legales donde realizan el abuso del derecho. Por ende, 
Arango (2019), nos señala que una de las causas seria realizar una política de acercamiento 
de a la sociedad con las diversas instituciones a fin de que se disminuya el crimen de 
menores, para no aislar al menor. Por ultimo Enciso (2019), nos indica que, la falta del calor 
familiar ya sea por familias ensambladas o separadas, rompen los pilares en el cual el menor 
pueda crecer de forma correcta y son reclutados en pandillas. 
Entonces para la gran mayoría de los entrevistados nos menciona que la problemática 
existente sobre la política socio criminal del sicariato juvenil en el callao es por el abandono 
del estado, porque el callao por ser el primer puerto más importante del país, también existen 
barrios de extrema pobreza donde el estado no llega, por lo tanto, el estado debería de 
preocuparse por la pobreza extrema y falta de oportunidades de aquellos jóvenes 
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desempleados que ven el sicariato como un trabajo, y el resto de los entrevistado nos 
menciona a que la problemática existente es por la corrupción, por tratarse de una zona muy 
importante donde se establecen todas las empresas de exportación, grandes bandas y 
organizaciones criminales, se instalan y buscan reclutar a menores que son fáciles de 
manipular y reemplazar, pues no llegan a los 18 años y tienen mayor efectividad en el mundo 
del sicariato, a sabiendas de que solo recibirán internamiento. 
Respecto a la Pregunta 8. En su opinión ¿A qué se debe que los actos de sicariato juvenil 
no se reduzcan en la región del callao? 
Mauricio (2019), determina que los jóvenes no trabajan ni estudian y ello conlleva a 
llevar malos hábitos. De la misma manera. Pari (2019), señala que la costumbre de los 
barrios peligrosos del callao y la pobreza extrema, ha forjado un estilo de vida delictiva que 
hace difícil reducir el sicariato en la región del callao, Por ende, Charalla (2019), afirma que, 
estos jóvenes crecieron con el deseo de manipulación de armas de fuego, una mentalidad 
que tiene como meta una carrera delictiva que no permite la reducción del mismo. Si bien 
es cierto que también Castillo (2019), nos afirma lo siguiente; que la violencia se encuentra 
en su tope más alto aún después de declarar una zona de emergencia se esperó reducir el 
índice de asesinatos por encargo lo cual cubrió las expectativas. Por lo tanto. Rodriguez 
(2019), nos afirma que gran parte las redes del callao tiene una visión de posesión delictiva 
y esto se logra al corromper a los órganos policiales. Por consiguiente. Zuñiga (2019), 
también nos explica que esto inicia desde el colegio al formar pandillas y el total abandono 
del estado. En ese sentido. Vidaural (2019), nos indica lo siguiente, que son consumidores 
de sustancias psicoactivas, este adolescente que no ha sido amado, fríos y calculadores y 
sienten el sicariato como un trabajo, Por otro lado, Arce (2019), nos señala que el 
adolescente se encuentra en un ambiente expuesto a delinquir por la desigualdad y falta de 
oportunidades. Por consiguiente, en el mismo criterio, Mena (2019), nos indica que existen 
organizaciones transnacionales que instruyen a los jóvenes para delinquir porque 
aprovechan que son provenientes de familias disfuncionales y fáciles de manipular. Por 
ende, Arango (2019), nos señala que existen aspectos socio-económicos que impiden la 
reducción del sicariato tales como la pobreza extrema, falta de educación-padre-hijo, falta 
de trabajo de los padres, y una política de igualdad social. Por último, Enciso (2019), nos 
indica que, la flexibilidad del ordenamiento jurídico juega un papel importante y atrayente 
a las organizaciones criminales que se establecen en el callao y no existe reducción de la 
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desempleados que ven el sicariato como un trabajo, y el resto de los entrevistado nos 
menciona a que la problemática existente es por la corrupción, por tratarse de una zona muy 
importante donde se establecen todas las empresas de exportación, grandes bandas y 
organizaciones criminales, se instalan y buscan reclutar a menores que son fáciles de 
manipular y reemplazar, pues no llegan a los 18 años y tienen mayor efectividad en el mundo 
del sicariato, a sabiendas de que solo recibirán internamiento. 
Respecto a la Pregunta 8. En su opinión ¿A qué se debe que los actos de sicariato juvenil 
no se reduzcan en la región del callao? 
Mauricio (2019), determina que los jóvenes no trabajan ni estudian y ello conlleva a 
llevar malos hábitos. De la misma manera. Pari (2019), señala que la costumbre de los 
barrios peligrosos del callao y la pobreza extrema, ha forjado un estilo de vida delictiva que 
hace difícil reducir el sicariato en la región del callao, Por ende, Charalla (2019), afirma que, 
estos jóvenes crecieron con el deseo de manipulación de armas de fuego, una mentalidad 
que tiene como meta una carrera delictiva que no permite la reducción del mismo. Si bien 
es cierto que también Castillo (2019), nos afirma lo siguiente; que la violencia se encuentra 
en su tope más alto aún después de declarar una zona de emergencia se esperó reducir el 
índice de asesinatos por encargo lo cual cubrió las expectativas. Por lo tanto. Rodriguez 
(2019), nos afirma que gran parte las redes del callao tiene una visión de posesión delictiva 
y esto se logra al corromper a los órganos policiales. Por consiguiente. Zuñiga (2019), 
también nos explica que esto inicia desde el colegio al formar pandillas y el total abandono 
del estado. En ese sentido. Vidaural (2019), nos indica lo siguiente, que son consumidores 
de sustancias psicoactivas, este adolescente que no ha sido amado, fríos y calculadores y 
sienten el sicariato como un trabajo, Por otro lado, Arce (2019), nos señala que el 
adolescente se encuentra en un ambiente expuesto a delinquir por la desigualdad y falta de 
oportunidades. Por consiguiente, en el mismo criterio, Mena (2019), nos indica que existen 
organizaciones transnacionales que instruyen a los jóvenes para delinquir porque 
aprovechan que son provenientes de familias disfuncionales y fáciles de manipular. Por 
ende, Arango (2019), nos señala que existen aspectos socio-económicos que impiden la 
reducción del sicariato tales como la pobreza extrema, falta de educación-padre-hijo, falta 
de trabajo de los padres, y una política de igualdad social. Por último, Enciso (2019), nos 
indica que, la flexibilidad del ordenamiento jurídico juega un papel importante y atrayente 
a las organizaciones criminales que se establecen en el callao y no existe reducción de la 
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lado, Arce (2019), nos señala que es viable crear una norma especial para el menor de edad 
que se resiste a la reinserción y existe peligro de fuga. No podemos ayudar a pesar de las 
nuevas modificaciones de reinserción y lo viable es el juzgamiento. Por consiguiente, en el 
mismo criterio, Mena (2019), nos indica que la creación de una normatividad diferenciada 
sería una solución sin afectar ni contradecir las normas vigentes. Por ende, Arango (2019), 
nos señala que; una ley especial sería una solución afín de ver su situación, por ser un delito 
típico de sicariato que es el dar muerte por encargo o dinero, que en otros países han sido 
eliminadas con políticas adecuadas de reinserción social. Por último, Enciso (2019), nos 
indica que, esto debe de pasar por un proceso de debate y aprobación para que sea factible 
el tratamiento como mayor de edad.  
Entonces para la mayoría de los profesionales, están de acuerdo a que la modificación 
del código penal y el código de los niños y adolescentes serían las posibles soluciones, 
porque que debemos de tomar el ejemplo de Austria, el cual se evalúa con un análisis 
Antropológico y psicológico para determinar si el menor tiene discernimiento para 
diferenciar entre el bien y el mal, es factible un tratamiento diferenciado a los menores 
infractores por el delito de sicariato, que no solamente este dirigido al sicario adulto; sino 
también al sicario adolescente en protección al estado y a la integridad de la persona, porque 
de algún modo está vinculado a los hechos que son objeto de investigación, es decir que el 
conocer los hechos de un delito flagrante, pues resulta contraproducente que el código civil 
le permita beneficios al adolescente a partir de los 16 años y permita casarse, pero el código 
penal no lo pueda castigar hasta los 18 años, por lo tanto, y el resto de los entrevistados nos 
menciona que las posibles soluciones es respetar el tratado internacional del niño y 
adolescente porque las consecuencias de la desvinculación del pacto es un retraso y una 
sanción para el país. 
Resultado de la Guía de Análisis Documental.  
Objetivo General: Analizar la viabilidad el tratamiento como mayor de edad de los 
adolescentes infractores en los casos de delito de sicariato en el Región Callao 2018. El cual 
tenemos como referencia; Respecto a la casación 335-2012 del Santa con el Artículo N°22 
del código penal; Responsabilidad Restringida por la edad. 
En el Código Penal peruano se encuentra previsto que el Juez puede rebajar la pena 
(condena) cuando el imputado (reo libre o en cárcel) tenga entre 18 a 21 años, o cuando sea 
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mayor de 65 años, esta rebaja en la pena obedece a la aplicación de la denominada 
responsabilidad penal restringida, pero esta no puede aplicarse para la reincidencia del delito 
de homicidio o lesiones culposas, en delitos graves, o en delitos sancionados con una pena 
mayor de 25 años o cadena perpetua. 
En el presente artículo analizaremos el contenido del artículo 22 del Código Penal, y si 
la aplicación del segundo párrafo, en el sentido que no se aplica para ciertos delitos, 
constituye una discriminación y por lo tanto contrario al orden constitucional lo cual 
ameritaría la modificación o derogatoria de dicha norma legal. 
En este sentido, la investigación del tratamiento como mayor de edad de la presente tesis, 
están relacionados con el accionar delincuencial en sus más variadas modalidades, teniendo 
muchas veces como actores a jóvenes (incluso adolescentes) que forman parte de la 
denominada delincuencia juvenil. 
La edad de un delincuente juvenil tiene relevancia desde el momento de su captura y al 
tener que definirse en qué situación afrontara el proceso penal, frecuentemente se ven 
“beneficiados” con mandatos de comparecencia simple, al tenerse en cuenta su edad 
biológica, pues se entiende que aún están el periodo de transición hacia la madures teniendo 
la condición de imputable restringido, esta llamada “condición” o “consideración” tiene 
responsabilidad restringida atendiendo a la edad. 
La responsabilidad penal restringida se aplica a dos grupos humanos: los delincuentes 
juveniles, y a los delincuentes de la tercera edad. Es decir, el único requisito es solo la edad 
cronológica. 
Sobre la delincuencia juvenil, es necesario tener en cuenta lo dicho por Chunga La monja 
(2015): “El termino delincuencia juvenil, involucra a los menores responsables (12 a 18 
años) y a los jóvenes también responsables (de 18 años cumplidos hasta los 25). En cuanto 
a los menores se refiere, la expresión es utilizada en el campo jurídico, sociológico, 
pedagógico, criminológico, psiquiátrico y de la publicidad.” Entonces estamos claro, que la 
responsabilidad penal restringida contenida en el artículo 22° del Código Penal, está referida 
básicamente al accionar de la delincuencia juvenil, y por ello resulta necesario tener en 
consideración cual es nuestra población joven que se encuentra recluida en las cárceles en 
nuestro país, así tenemos que la población de internos de 18 a 24 años constituye el 16.5% 
de la población penal, según información del propio INPE, si consideramos que la población 
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joven de nuestro país alcanza el 60% del total de la población, esto nos permite evidenciar 
que hay un gran número de delincuentes juveniles que no sufren prisión apelando solo a que 
se encontrarían beneficiados con la responsabilidad penal restringida. La delincuencia 
juvenil también es conocida en otras legislaciones como los llamados adultos – jóvenes, así 
tenemos: “Se reintroduce también la suspensión condicional de la pena, y como cambio 
estructural más importante, se abre la posibilidad de aplicar el Derecho especial de la JGG 
a los adultos - jóvenes (Heranwachsende), es decir, a quienes tienen entre 18 y 21 años de 
edad”. 
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Para este capítulo de discusión de resultados se realizará la contrastación de todos los 
resultados. Desde las opiniones favorables y contrarias de los entrevistados en razón de cada 
objetivo de estudio. Esto s4era complementado con el análisis de los registros documentales 
y algunas citas empleadas en el marco introductorio de la investigación. De esta forma se 
llegará a las conclusiones y las recomendaciones.  
Objetivo General: Analizar si es viable el tratamiento como mayor de edad de los 
adolescentes infractores en los casos de delito de sicariato en el Región Callao 2018 
Respecto al objetivo general los entrevistados señalaron que; De la gran mayoría de los 
entrevistados, están de acuerdo que es viable el tratamiento como mayor de edad a los 
menores infractores por el delito de sicariato, porque el menor de 16 años, cumple con la 
capacidad de discernimiento para diferenciar entre lo correcto e incorrecto, al tratarse de la 
coalición de principios fundamentales de proporcionalidad, igualdad y inimputabilidad, por 
ende debería ser juzgados como adultos. El resto de los entrevistados nos mencionan. Que 
no es viable, porque las normas de los Niños y Adolescentes se hicieron para los menores 
de edad y el adulto ya tiene un Código Penal establecido. 
Por lo tanto, en la presente investigación destacamos que existe un esfuerzo, tanto por 
parte del estado como de los operadores jurídicos por cambiar esta situación, la legislación 
actual influye negativamente en la lucha contra la delincuencia juvenil, al no existir una 
sanción pena, el adolescente infractor no sea juzgado en el fuero común como adulto. 
Respecto al análisis documental, se detalla la interpretación mediante la casación 335-
2012- Doctrina jurisprudencial. El Santa, sobre el artículo 22, responsabilidad restringida 
por la edad, lo cual podrá reducirse prudencialmente la pena señalada para el hecho punible 
cometido cuando el agente tenga más de dieciocho y menos de veintiún años o más de 
sesenta y cinco años al momento de realizar la infracción, salvo que haya incurrido en forma 
reiterada en los delitos previstos en los artículos 111, tercer párrafo, y 124, cuarto párrafo. 
Está excluido el agente integrante de una organización criminal o que haya incurrido en 
delito de violación de la libertad sexual, homicidio calificado, homicidio calificado por la 
condición oficial del agente, feminicidio, sicariato, conspiración para el delito de sicariato y 
ofrecimiento para el delito de sicariato. 
La Comisión Revisora, a pesar de reconocer la potencia criminógena de la prisión, 
considera que la pena privativa de libertad mantiene todavía su actualidad como respuesta 
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para los delitos que son incuestionablemente graves. De esta premisa se desprende la 
urgencia de buscar otras medidas sancionadoras para ser aplicadas a los delincuentes de poca 
peligrosidad, o que han cometido hechos delictuosos que no revisten mayor gravedad. 
Dichos resultados; son coincidentes a la teoría sustentado por; Nakazaki, (2015), en este 
delito del sicarito se ha contemplado la conspiración como un tipo penal, es decir el acuerdo 
de dos personas para matar a otra. Así, considerando lo expuesto líneas, en principio y por 
regla general, el solo acuerdo entre dos personas para delinquir, o en este caso, para matar a 
alguien no sería delito. Ante ello, como también se ha establecido, la moderna política 
criminal debe responder adecuadamente para proteger bienes tan preciados que están en 
serio riesgo incluso con actos preparatorios, como es el acuerdo para matar a otro, debido al 
incremento cuantitativo y cualitativo en la comisión de estos delitos, más aún por las reglas 
que operan en el bajo mundo de la delincuencia sobre todo del sicariato. 
Objetivo específico 1: Analizar la consecuencia de las políticas públicas socioeducativas 
en la reinserción social del adolescente infractor. 
Los entrevistados señalaron que; en gran mayoría de los entrevistados, nos afirman, que si 
existe un déficit en la política pública socioeducativa en la reinserción social del adolescente 
infractor y por el contrario aumentan, porque no se dan los mecanismo necesarios y 
estrategias eficientes para su finalidad en la cual no se adapta a la coyuntura actual donde se 
requiere mejor formación BIO-PSICO-SOCIAL. Por ende, el resto entrevistados, nos 
afirman que no se está aplicando correctamente las políticas públicas por la incompetencia 
de los miembros que lo conforman, por ende, se debe cambiar, ya que esto no es problema 
de las medidas socioeducativas ya impuestas, esto abarca más allá, por ende, no se puede 
culpar a una institución, si se requiere de estudios especializados para su eficacia y 
resultados. 
Respecto al análisis documental, se detalla la interpretación del artículo 20, comete un 
hecho punible sin ser capaz de comprender, por tales motivos, el carácter delictuoso del acto 
de sicariato juvenil, a pesar de ser un delito considerado muy grave, el articulo 20 permite 
que estará exento de pena, La sanción se atenuará si, bajo las medidas socio educativas en 
una sanción penal de internamiento, dar solución a esta problemática que contraviene el 
principio de igualdad, porque no determina la sanción real que debería recibir un menor 
infractor por el delito de sicariato. 
            35 
Dichos resultados; son coincidentes a la teoría sustentado por (marco teórico), que 
señala; Tejada (2014) en su tesis titulada “Efectos de las medidas socioeducativas en el Perú 
y en el Derecho Comparado en los países de Estados Unidos, Italia, Cuba, Chile y Costa 
Rica” el primordial motivo fue dar a conocer que las medidas socioeducativas en los países 
antes citados contrastada con su realidad y comparada con el ordenamiento nos brinden 
aspectos positivos que podemos adecuar para la implementación y a la vez la construcción 
de un Sistema de Justicia Penal Juvenil que retroalimente nuestro sistema de Justicia Penal 
(p. 14) 
Todas las experiencias positivas en que los países comparados como Chile y Costa Rica 
y en Ecuador, a diario se observa la muerte de personas bajo el crimen del sicariato tipificado 
en otras legislaciones como precedente vinculante y en la reglamentación ecuatoriana con la 
adecuación del asesinado; si bien es cierto, el tipo penal punitivo es escaso ya que el miedo 
social y el daño que causa es altísimo. La vigente sanción que se le impone al reo por el 
delito de asesinato con semejanza a la figura del sicariato es muy leve a los resultados que 
ocasiona en los familiares de las víctimas y sociedad en general. 
Objetivo específico 2: Determinar de qué manera el ordenamiento jurídico contribuye con 
la política socio criminal y prevención de la delincuencia para erradicar el sicariato juvenil. 
Los entrevistados señalaron que; la gran mayoría de los entrevistados, nos menciona que la 
problemática existente sobre la política socio criminal del sicariato juvenil en el callao es 
por el abandono del estado, porque el callao por ser el primer puerto más importante del 
país, también existen barrios de extrema pobreza donde el estado no llega, por lo tanto, el 
estado debería de preocuparse por la pobreza extrema y falta de oportunidades de aquellos 
jóvenes desempleados que ven el sicariato como un trabajo. 
El resto de los entrevistados, nos menciona a que la problemática existente es por la 
corrupción, por tratarse de una zona muy importante donde se establecen todas las empresas 
de exportación, grandes bandas y organizaciones criminales, se instalan y buscan reclutar a 
menores que son fáciles de manipular y reemplazar, pues no llegan a los 18 y tienen mayor 
efectividad en el mundo del sicariato, a sabiendas de que solo recibirán internamiento. 
Respecto al análisis documental, el Código de los niños y adolescentes en su  artículo 
144º.  Compete al Fiscal: 
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Mediante la entrevista realizada, se da la discusión actual en el asuntos de la familia, y 
en como el fiscal competente realizar la Remisión, en la actualidad, no se da la remisión 
fiscal a pesar de estar estipulado en el Código Civil, para propiciar acuerdos entre las partes 
y lograr la solución consensual al conflicto, en este sentido, se siente la ausencia del fiscal, 
una vez iniciado proceso judicial, el menor infractor ya se encuentra en un juzgado 
recibiendo su sentencia. No se pronuncia la físcalia a pesar de ser competente para este caso 
en concreto, sobre materias que tengan connotación penal. Inciso adicionado por el Art. 2º 
de la Ley Nº 28494, publicada el 14/04/2005. 
Dichos resultados; son coincidentes a la teoría sustentado por (marco teórico), que 
señala; Mérida (2015), señala que las principales relaciones intrafamiliares se encuentran 
intensamente alteradas o problematizadas, creando un ambiente hostil para la convivencia 
de sus miembros, en especial de aquellos que son menores de edad... (p. 32) 
Se deben desplegar programas para la prevención tempranamente en niños, niñas y 
adolescentes con conductas de riesgo en escuelas, familias y comunidades. De igual manera, 
se deben crear programas socioeducativas efectivos para las infracciones leves; y 
posteriormente, frente a infracciones graves como el sicariato, es obligatorio contar con 
programas especiales, diferenciados, y personal debidamente capacitados en los centros 
juveniles buscando su reivindicación. Se debe endurecer la persecución del delito perpetrado 
por los adultos que involucran a menores de edad en la criminalidad. 
Análisis documental 
Objetivo General: Analizar si es viable el tratamiento como mayor de edad de los 
adolescentes infractores en los casos de delito de sicariato en el Región Callao 2018 
De acuerdo a la Casación N° 335-2015 del Santa - Doctrina. Que está regulado en el 
artículo 22 del código penal. Que prohíbe la aplicación de la coacción de la pena en una 
imputabilidad restringida. 
Es correcta la aplicación de esta prohibición, en concreto la edad que oscilan entre los 
18 y 21 años se refiere a un criterio de igualdad cuando el ser humano alcanza la mayoría de 
edad, jurídicamente es competente para el ámbito del derecho penal, por ende, el sentido de 
la interpretación correcta. La imputabilidad es un concepto de igualdad. El ordenamiento 
jurídico opto porque esa imputabilidad sea a los 18 años. Sin embargo, esa igualdad le 
acompaña en el resto de su vida. El proceso de desarrollo PSICO-BIO- SOCIAL, en este 
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sentido es inconstitucional atenta contra el principio de igualdad, prohibir la posibilidad de 
esta imputación restringida por el solo hecho, según el delito el cual la persona está inmersa 
a una pena superior de 25 años. Esa imputabilidad en maduración, es aconsejable no aplicar 
ese artículo, no se tendría suficientes elementos que coalicionan con un principio, que es el 
principio de igualdad, y la casación 335-2015, porque penetra al principio de 
proporcionalidad. Es idónea esa medida de no aplicar la normal, es lo más aconsejable. 
El presente Análisis documental relacionado al tratamiento como mayor de edad de los 
adolescentes infractores en los casos de delito de sicariato. El Código Civil de 1936, en su 
artículo 8° declaraba que el ejercicio de los derechos civiles se alcanzaba al cumplir 21 años; 
posteriormente, esta noma fue modificada por el Decreto Ley N° 21994 (15 de noviembre 
de 1977) que rebajo la edad mínima a 18 años de edad. 
El Código Civil de 1984, desde su vigencia expreso que las personas “tienen plena 
capacidad de ejercicio de sus derechos civiles” desde que cumplen 18 años de edad, pero 
hay excepción que rebajan esta edad, pues se relativiza la capacidad de ejercicio, pues se 
hablan de los relativamente incapaces, y de los absolutamente incapaces, así tenemos que: 
Son relativamente incapaces los mayores de 16 y menores de 18 años para realizar ciertas 
acciones con relevancia jurídica (artículo 44° inciso 1ero. Del Código Civil), las normas 
establecen que actividades civiles pueden realizar. 
Las personas mayores de 16 adquieren plena capacidad de ejercicio de sus derechos por 
matrimonio o por obtener un título oficial (artículo 46° Del Código Civil). 
Las personas mayores de 14 años adquieren capacidad para reconocer a sus hijos, 
demandar y se parte en los procesos de gastos embarazo y parto, tenencia y alimentos para 
sus hijos, demandar en procesos de filiación extramatrimonial (artículo 46° del Código 
Civil). Es decir, desde los 14 años se tendría capacidad para comparecer y actuar en un 
proceso judicial. 
Nuestra legislación civil vigente ha reconocido que las personas adquieren capacidad 
para realizar algunos actos, antes de cumplir los 18 años de edad, lo cual no es un hecho 
reciente y demuestra el avance en la madures cada vez más temprano en lo PSICO-BIO- 
SOCIAL del ser humano, lo cual se acrecienta con el apogeo de las comunicaciones, por lo 
cual, las personas jóvenes al tener acceso a una mayor información de diversas fuentes, 
acelera su maduración, en algunos casos precoz, lo cual se materializa en la toma de 
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decisiones; esta realidad contradice el concepto de estado de transición; pues aun antes de 
cumplir los 18 años de edad una persona joven sobre todo en la ciudad está en plena 
capacidad de tomar decisiones y asumir las consecuencias de estas. 
Objetivo específico 1: Analizar la consecuencia de las políticas públicas socioeducativas en 
la reinserción social del adolescente infractor 
De acuerdo a la revista indexada “La necesidad de criterios objetivos para la determinación 
de las medidas socioeducativas del adolescente infractor”; documento relacionado a la 
consecuencia de las políticas socioeducativas en la reinserción social del adolescente 
infractor. 
El objeto de estudio de este artículo es proponer una serie de criterios objetivos que 
sirvan para determinar la medida socio-educativa más adecuada y lograr, así, la 
predictibilidad de las decisiones judiciales en el ámbito de la justicia penal juvenil, 
considerando que actualmente no se advierte la existencia de criterios objetivos para su 
fijación, por lo que con el auxilio principalmente del Derecho comparado se ha pretendido 
establecer dichas pautas objetivas para establecer la medida socio-educativa más adecuada  
y eficaz para el adolescente infractor de la ley penal. 
En este sentido, establecida la responsabilidad de los adolescentes, se debe determinar 
las medidas socioeducativas que les corresponde, y es el caso que jueces y fiscales debemos 
tener en cuenta los diversos factores que condujeron al adolescente a la comisión de aquellas 
conductas, tema de suma importancia si se tiene en cuenta que con estas se está brindando 
al adolescente una oportunidad para cambiar su camino. El legislador peruano sólo 
menciona que para determinarlas se tendrá en cuenta la existencia del daño, la gravedad de 
los hechos, el grado de responsabilidad del adolescente, el informe del equipo 
multidisciplinario y el informe social; sin embargo, no ha regulado taxativamente más 
criterios para fijar las medidas aplicables. Ante este escenario fáctico, cabe preguntarse 
entonces: ¿Cuáles serían los criterios objetivos (normativos, dogmáticos o jurisprudenciales) 
que deben tener en cuenta los operadores jurídicos para establecer medidas socio-educativas 
dirigidas a resocializar adecuadamente al adolescente infractor?. La necesidad de establecer 
criterios objetivos en la determinación de las medidas socioeducativas, se justifica, 
principalmente, en el desarrollo de la praxis jurídica; así, desde la experiencia de nuestra 
jurisprudencia local, se advierte que los señores Jueces de Familia, en un caso determinado, 
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luego de analizar los hechos, los elementos de prueba y establecer la responsabilidad penal 
de los adolescentes investigados, al determinar la medida socioeducativa analizan algunos 
de los factores de determinación que expone la ley en el artículo 215 del Código del Niño y 
Adolescente (la existencia del daño, la gravedad de los hechos, el grado de responsabilidad 
del adolescente, y el informe del equipo multidisciplinario y el informe social); sin embargo, 
la realidad social y jurídica demuestran, que ello no resulta suficiente. Ahora bien, para 
ilustrar esta posición, creemos conveniente citar algunos Expedientes y sentencias expedidas 
en la Región del callao. 
En los expedientes que presentamos a continuación:  
   a)  Expediente N° 3192-2012-19-1601-JR-PE-06; Alexander Casana ,alias “Gringasho”. 
   b)  Expediente N° 2003-0839-251801-JF01; Aguilar Chacón, alias “negro canebo”. 
   c)  Expediente N° 2091-2016-0-F; Giuseppe Valentino Biffi, alias “Hormiguita”. 
Si efectuamos una comparación entre estas sentencias y la anterior, observamos que el 
tiempo que permanecerán internados los adolescentes investigados aun siendo el caso 
semejante de sicariato adolescente al mismo modus operandi que el anterior, difiere en 
varios meses respecto a la medida socio-educativa impuesta, por lo que se advierte la falta 
de predictibilidad en cuanto al tiempo a imponerse. 
Objetivo específico 2: Determinar de qué manera el ordenamiento jurídico contribuye con 
la política socio criminal y prevención de la delincuencia para erradicar el sicariato juvenil.  
De acuerdo con el Código de los Niños y Adolescentes, Ley Nº 27337. 
La revisión nos permite advertir la ausencia de criterios para la determinación de las 
medidas socioeducativas previstas tras la determinación de la responsabilidad del 
adolescente infractor, encontrando solo dos disposiciones normativas, como son los artículos 
215 y 230, los referidos a la sanción penal juvenil o medidas. 
El Artículo 215 El artículo 215 del Código de los Niños y Adolescentes, Ley Nº 27337 
señala: “Fundamentos. - El Juez al emitir sentencia tendrá en cuenta: 
La existencia del daño causado; La gravedad de los hechos; El grado de responsabilidad 
del adolescente; y, El informe del Equipo Multidisciplinario y el informe social”.  
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Sobre esta disposición normativa, Chunga Lamonja (2015), en su libro “El Adolescente 
infractor y La Ley Penal”, señala: “La Sentencia que pronunciará el Juez en el proceso penal 
seguido al adolescente infractor, tendrá en cuenta "la existencia del daño causado", "la 
gravedad de los hechos", el "grado de responsabilidad del adolescente"; y "el informe social 
del Equipo Multidisciplinario y el Informe Social", invirtiendo la graduación que preconiza 
el Derecho de Menores. El menor es el eje no la rueda. La persona humana es el fin supremo, 
no el daño causado ni la gravedad de los hechos. Preciso es saber primero cuál es la causa 
que produjo el efecto. En la mayoría de los casos, el "delito" es accidental en la vida del niño 
y adolescente y surge de estados de abandono, peligro o simplemente de ¡hambre! Por ello 
es imprescindible que el o los fundamentos lo constituyan el exhaustivo asesoramiento 
técnico que informen desde un punto genético, dinámico, acerca del contorno (Servicio 
Social); historia y estado psicofísico (servicio médico-psicológico-psiquiátrico) y 
comportamiento pedagógico (servicio pedagógico). 
En consecuencia, el informe del Equipo Multidisciplinario debe ser lo primero que debe 
tener en cuenta el Juez, con el debido asesoramiento si se van a ejecutar medidas socio- 
educativas”. En suma, la disposición normativa establece una serie de factores que el Juez 
debe considerar al momento de imponer la sentencia respectiva y no la medida 
socioeducativa; criterios cuestionados por Chunga Lamonja (2015) al señalar que “el art. 45 
del Código Penal señala como fundamentos que el Juez Penal debe tener en cuenta en 
primerísimo lugar al "hombre" con sus características socioeducativas. En suma, la 
disposición normativa establece una serie de factores que el Juez debe considerar al 
momento de imponer la sentencia respectiva –y no la medida socioeducativa–; criterios 
cuestionados por  
Chunga Lamonja (2015), al señalar que “el art. 45 del Código Penal señala como 
fundamentos que el Juez Penal debe tener en cuenta en primerísimo lugar al "hombre" con 
sus características sociales, culturales y costumbres. ¿El Código de los Niños y 
Adolescentes, en cambio “el daño causado”, “la gravedad de los hechos”, el menor es lo 
accesorio?”.  
Artículo 230.- El artículo 230 del Código de los Niños y Adolescentes, Ley Nº 27337 
señala lo siguiente: “El Juez, al señalar la medida, tendrá en cuenta la capacidad del 
adolescente para cumplirla”. La interpretación de la disposición normativa reproducida 
permite identificar como único criterio objetivo para la fijación de una medida 
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socioeducativa la capacidad del adolescente para cumplirla, surgiendo al respecto una serie 
de interrogantes pues no se entiende a que capacidad alude el texto legal, esto es, ¿capacidad 
jurídica?, ¿capacidad física y/o mental?, ¿Cuál capacidad? Como se advierte, la 
incertidumbre extraída del texto legal confirma el problema materia de investigación, esto 
es, la ausencia de criterios objetivos a considerar y la absoluta discrecionalidad del juez de 
familia (o mixto, según el caso) al momento de determinar las medidas socioeducativas a 
los adolescentes infractores. 
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De las investigaciones realizadas, la identificación del problema, análisis de los 
antecedentes, la metodología utilizada en el trabajo de campo, se ha llegado a las siguientes 
conclusiones: 
Primero: Se concluye que la problemática que enfrenta el proceso del adolescente 
infractor y el tratamiento como mayor de edad en el delito de sicariato, para incorporar a un 
menor infractor en el fuero común, se vulnera los principios rectores de la convención  sobre 
los derechos del niño y adolescente.  
Como hemos podido recalcar de los entrevistados, la mayoría de ellos sostiene que es 
viable el tratamiento como mayor en delito de sicariato a los menores infractores, Porque la 
interpretación de la disposición normativa reproducida permite identificar como único 
criterio objetivo que el Juez Penal debe tener en cuenta en primer lugar la protección del 
estado, en el proceso penal seguido al adolescente infractor, ya que el menor infractor, abusa 
de la inimputabilidad para cometer delitos graves, se tiene que tener en cuenta "la existencia 
del daño causado", "la gravedad de los hechos", el "grado de responsabilidad del 
adolescente"; y "el informe social del equipo multidisciplinario", invirtiendo la graduación 
que preconiza el Derecho de Menores. El menor es el eje y la persona es el fin supremo. 
En este sentido, el análisis documental del artículo 20 inciso 2 del Código Penal, respecto 
a la inimputabilidad de los adolescentes, nos señala que; el ordenamiento jurídico ha optado 
porque la imputabilidad sea a partir de los 18 años. Sin embargo, queda demostrado que esta 
normativa no es eficaz para la problemática actual del sicariato adolescente. En 
consencuencía, esta problemática social tiene un crecimiento alarmante por la falta de penas 
y de sanciones adecuadas. 
Segundo: Se concluye que, en el análisis de la consecuencia de las políticas públicas 
socioeducativas en la reinserción social del adolescente infractor. Existe un déficit, no 
existen los criterios adecuados para sustentar la imputabilidad restringida del menor de 18 
años. Por ende, al tratarse de la coalición de principios fundamentales de proporcionalidad, 
igualdad e inimputabilidad es necesario la adecuación de criterios bajo la vulneración del 
principio de igualdad, se encuentra de por medio el tratado de los derecho del niño, pero se 
determina que esto no puede ir más allá del interés primordial de la integridad de la persona 
que es el  fin supremo. 
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Como hemos podido recalcar de los entrevistados, la mayoría de ellos sostiene que; si 
existe un déficit en la política pública socioeducativa en la reinserción social del adolescente 
infractor, el Juez Penal debe tener en cuenta en primer lugar, el fin supremo, el primordial 
motivo fue dar a conocer que las medidas socioeducativas en el país contrastada con su 
realidad y una legislación comparada con el ordenamiento nos brinden aspectos positivos 
que adecuemos para la implementación de un Sistema de Justicia Penal Juvenil. 
En este sentido el análisis documental la casación 335-2012- Doctrina jurisprudencial. 
El Santa, no se evidencia criterios objetivos para seguir manteniendo de manera universal el 
criterio; el cual las personas de 18 a 21 años se encuentran en proceso de transición a la 
madurez y por lo tanto debe ser objeto de protección a través de la consideración de una 
pena menor más no un internamiento de 10 años y con beneficios. Esto comprende a que no 
existan políticas públicas eficientes para la prevención y reinserción social 
Tercero: Se concluye que, existe un déficit en la política socioeducativa en la reinserción 
social del adolescente infractor, porque no se dan los mecanismos eficientes para su 
finalidad. Por ende, no se adapta a la coyuntura actual. De acuerdo a los entrevistados; nos 
menciona, que sí es posible, contar con jurisprudencia y también legislativamente con 
criterios objetivos para la determinación de la pena para el menor infractor, con exigencia 
de carácter constitucional donde se requiere mejor formación BIO-PSICO-SOCIAL, el Juez 
debe motivar toda decisión relevante, para evitar el sicariato. 
Como hemos podido recalcar de los entrevistados, la mayoría de ellos sostiene que la 
problemática existente sobre la política socio criminal; es por el abandono del estado, el 
callao por ser el primer puerto más importante,  existen barrios de extrema pobreza donde 
no existe presencia del estado, por lo tanto, falta de oportunidades de adolescentes 
desempleados, ven el sicariato como un trabajo. 
En este sentido en el Analisis documental del Decreto Ley N° 21994 (1977) que rebajo 
la edad mínima a 18 años de edad.  Relacionado al tratamiento como mayor de edad de los 
adolescentes infractores en los casos de delito de sicariato. El Código Civil de 1936, en su 
artículo 8° declaraba que el ejercicio de los derechos civiles se alcanza desde los 16 años, 
por lo cual resulta contraproducente que el código penal establece responsabilidad a partir 
de los 18 años, de acuerdo al artículo 20 la exepción de responsabilidad penal del menor 
infractor. 














De las investigaciones realizadas, la identificación del problema, análisis de los 
antecedentes, la metodología utilizada en el trabajo de campo, se ha llegado a las siguientes 
recomendaciones: 
Primero: Se debe precisar que es recomendable, modificar el artículo 22° del Código 
Penal, en lo concerniente a la discriminación en su aplicación, es decir, debe aplicarse a 
todos los casos, pero para su aplicación el Juez debe apreciar otras circunstancias como la 
reincidencia, si se actuó con ferocidad o por lucro, los factores culturales, entre otros. 
Segundo: Se debe precisar que es recomendable, el uso de la facultad del Juez en aplicar 
el control difuso y concentrado para el delito de sicariato adolescente, tomando en cuenta 
los siguientes atenuantes a considerarse: La gravedad del delito cometido; La calidad en que 
el adolescente participó en el hecho y el grado de ejecución del delito; La concurrencia de 
circunstancias atenuantes o agravantes de la responsabilidad penal; La edad del adolescente 
infractor; La extensión del mal causado con la ejecución del delito; y, La proporcionalidad 
de la sanción a la luz de los principios rectores del sistema de justicia penal juvenil, que 
prohíbe la aplicación de la coacción de la pena en una imputabilidad restringida 
Tercero: Se debe precisar que es recomendable, incluir en el Código Penal para el delito 
de sicariato, a partir de la edad de 16 años como una normativa diferenciada y exclusiva en 
el delito de sicariato adolescente para reducir el índice de la tasa de delitos que se viene 
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Si es viable el tratamiento como mayor de edad de los adolescentes 
infractores en los casos de delito de sicariato en el Region Callao 2018 





 La política pública socioeducativa influyen de manera deficiente en 




El sistema jurídico contribuye de manera deficiente en la coyuntura 








Analizar si es viable el tratamiento como mayor de edad de los 
adolescentes infractores en los casos de delito de sicariato en el 





Analizar la consecuencia de las politicas públicas socieducativas  en 





Determinar de qué manera el ordenamiento jurídico contribuye con la 
política socio criminal y prevención de la delincuencia para erradicar el 
sicariato juvenil 
CATEGORIA 1  
1) Adolescentes infractores 
CATEGORIA 2 2) Delito de sicariato 
 
SUBCATEGORIA 1 1) Políticas públicas socieducativas   
2) Políticas socio criminal 
SUBCATEGORIA 2 
 1) Reinserción Social 

























Guía de entrevista  







1. Desde su punto de vista. ¿Es viable el tratamiento como mayor de edad en el 






2. Desde su conocimiento. ¿A qué se debe que a la fecha no existan políticas 








Analizar si es viable el tratamiento como mayor de edad de los adolescentes 





3. Considera Ud. ¿Que el Código de los derechos de los niños y adolescentes 
debería ser modificada en el extremo del tratamiento como mayor de edad en el 









4. Señale usted. ¿A qué se debe que las políticas públicas socioeducativas en la 
reinserción social del adolescente infractor, actualmente no dan resultados 






5. ¿Considera usted que la norma es suficiente respecto a la reinserción de las 





6. Desde su posición ¿Que políticas socioeducativas propone afín de que se logre 
la reinserción social? 
Objetivo específico 1 
Analizar la consecuencia de las políticas públicas socioeducativas  en la reinserción 











7.  ¿Cuál es la problemática existente sobre la política sociocriminal que sustenta sus 




8. En su opinión ¿A qué se debe que los actos de sicariato juvenil no se reduzcan 




9. Frente a la problemática del sicariato tenemos a un menor infractor que si le 
aplicamos el código del niño y adolescente, no es suficiente y si aplicamos el 









Objetivo específico 2 
Determinar de qué manera el ordenamiento jurídico contribuye con la política socio 
criminal y prevención de la delincuencia para erradicar el sicariato juvenil 
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